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EL PEDIDO DE FACULTADES DEL 

EJECUTIVO PONE EN GRAVE RIESGO A 

LOS PUEBLOS EN SITUACIÓN DE 

AISLAMIENTO Y CONTACTO INICIAL 

Maritza Quispe Mamani 

El 28 de agosto de 2026, el Ejecutivo presentó ante la Cámara de Diputados 

la solicitud de facultades legislativas. A lo largo de sus 20 páginas, el 

documento plantea reformas legales que no solo vulneran derechos 

laborales, ambientales, territoriales, propiedad, en otros, sino que también 

autorizan actividades extractivas en reservas indígenas y Áreas Naturales 

Protegidas, que amenazan gravemente la subsistencia de los Pueblos en 

Situación de Aislamiento y Contacto Inicial (PIACI). Para comprender el 

alcance de esta medida, es indispensable revisar la exposición de motivos de 

la propuesta, la cual busca delegar facultades para legislar en seguridad 

ciudadana, fortalecimiento de MYPEs, promoción del empleo, desarrollo 

productivo, régimen tributario y simplificación administrativa, entre otros 

rubros. 

1. ¿Qué dice el pedido de facultades sobre los PIACI? 

En primer lugar, propone la adopción de medidas legislativas orientadas a 

modificar la Ley 26221, Ley Orgánica de Hidrocarburos. Esta reforma busca 

establecer plazos, modalidades contractuales, esquemas de regalías y canon, 

así como la simplificación de trámites, garantizando principalmente la 

seguridad jurídica de las inversiones. Asimismo, resalta el elevado potencial 

hidrocarburífero de la Cuenca Madre de Dios, en donde se han registrado 

significativos volúmenes de recursos de gas natural y gas líquido. Para su 

aprovechamiento, plantea la necesidad de modificar la Ley de Áreas 

Naturales Protegidas, con el propósito de viabilizar la ejecución de proyectos 

específicos declarados de necesidad pública e interés nacional. 

Hacia el final de este párrafo, señala la necesidad de precisar la Ley 28736 y 

los efectos de la categorización de las Reservas Indígenas sobre los derechos, 
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contratos1, títulos habilitantes u otros actos jurídicos válidamente otorgados 

por el Estado con anterioridad, con el fin de garantizar su continuidad y 

ejercicio efectivo. En consecuencia, se asegura que resulta necesario 

modificar dicha norma para compatibilizar la protección de los PIACI con la 

seguridad jurídica de los derechos preexistentes y el desarrollo sostenible de 

las actividades de hidrocarburos, en estricto apego al ordenamiento jurídico. 

Sin duda, este pedido de facultades constituye una amenaza de violación de 

una serie de derechos fundamentales y convencionales de todos los 

peruanos. En este artículo, desarrollaremos argumentos que demuestran 

que este pedido de facultades constituye una amenaza a los derechos de los 

PIACI que viven en Áreas Naturales Protegidas y Reservas Indígenas, y que 

riñe con la Constitución y tratados internacionales de derechos humanos. 

2. ¿Se puede realizar actividades extractivas en territorio 

donde habitan y transitan PIACI? 

La respuesta es negativa, toda vez que dicha medida resulta incompatible 

con el principio de no contacto. Ello se debe a que los PIACI enfrentan una 

triple vulnerabilidad: inmunológica, ambiental y social. 

- Vulnerabilidad inmunológica, porque su sistema inmunológico no está 

preparado para el contacto. 

- Vulnerabilidad ambiental, porque dependen extremadamente de sus 

territorios y medio ambiente, lo que implica que cualquier alteración 

afectaría el acceso de esos pueblos a recursos naturales indispensable 

para su subsistencia. 

- Vulnerabilidad social, porque no están preparados para el contacto 

con otras civilizaciones o la sociedad en general.  

Por esta razón, se prohíbe el desarrollo de actividades extractivas o de 

cualquier otra índole en los territorios donde transitan o habitan estos 

pueblos. Los funcionarios del Estado deben interpretar su aislamiento 

voluntario como un rechazo explícito a dichas actividades, reconociendo que 

 
1 Ver Ley que delega en el Poder Ejecutivo la facultad de legislar en materia de seguridad ciudadana, fortalecimiento de 

micro y pequeñas empresas, promoción del empleo, desarrollo productivo, tributaria, simplificación administrativa y 

otras materias. Exposición de motivos, página 293: https://congrezoo.pe/wp-content/uploads/2026/08/EXPOSION-

DE-MOTIVOS-Congrezoo.pdf 

https://congrezoo.pe/wp-content/uploads/2026/08/EXPOSION-DE-MOTIVOS-Congrezoo.pdf
https://congrezoo.pe/wp-content/uploads/2026/08/EXPOSION-DE-MOTIVOS-Congrezoo.pdf
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la ejecución de proyectos en estas zonas pone en grave riesgo la subsistencia 

de estos pueblos. 

Esta prohibición debe ser leída con lo establecido por la Corte Interamericana 

de Derechos Humanos (Corte IDH), en los párrafos 134 y 135 del caso 

Saramaka vs. Suriname. De acuerdo con esta sentencia, si estamos frente a 

la realización de proyectos de gran impacto, las comunidades indígenas no 

solo tienen derecho a la consulta previa, sino también es necesario su 

consentimiento para el desarrollo del proyecto. En el caso de los PIACI, al 

haber expresado su voluntad de rechazo a través del aislamiento, no han 

dado consentimiento para que se realicen actividades en sus territorios. Por 

tanto, debe prohibirse cualquier ingreso en territorio donde habitan y 

transitan, como las reservas o las áreas naturales protegidas. 

Desde la perspectiva jurídico constitucional, los derechos de los PIACI están 

por encima de la seguridad jurídica y de la libertad contractual de los titulares 

de concesiones forestales, petroleras, de gas, etc. Este fundamento es 

reforzado con el principio de intangibilidad de su territorio y de no contacto 

de estos pueblos. Sostener lo contrario es desconocer la naturaleza y 

fragilidad de los PIACI. 

La vida humana es un bien indispensable, irremplazable, insustituible, que 

está por encima de las demás libertades y derechos, aún más por encima de 

las libertades económicas. Si bien no hay derechos más importantes que 

otros, todos son importantes, cuando existe un conflicto entre derechos, y 

no es posible armonizar, en aplicación de los principios de no contacto e 

intangibilidad del territorio de los PIACI, deberá analizarse y protegerse 

aquellos derechos que tengan más relevancia en un caso concreto. En este 

caso, los derechos a la vida, a la integridad física, a la salud, y a la subsistencia 

de los PIACI. Derechos que prevalecen sobre la libertad de empresa, 

seguridad jurídica, y la obligación del Estado de promover el desarrollo. 

Debemos recordar, además, que el artículo 31 de la Constitución declara 

nulo todo acto que vulnere derechos de los ciudadanos, en este caso, serán 

nulos los que amenacen la dignidad y la vida de los PIACI. Asimismo, el 

artículo 59 es claro al establecer que el derecho a la salud es el límite de la 

libertad de empresa. 
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3. ¿La necesidad pública justifica y autoriza la realización de 

actividades extractivas en territorio de los PIACI, como 

pretende el Gobierno a través de su pedido de facultades? 

La necesidad pública es diferente a la necesidad de las empresas, que tienen 

como único objetivo maximizar sus ganancias. La necesidad pública es el 

interés público, el interés de todos los peruanos, lo que significa que no se 

puede interpretar esta necesidad e interés público en desmedro o 

exterminio de estos pueblos.  

La Ley 28736 reconoce la intangibilidad de las reservas indígenas, pero a 

través del pedido de facultades se pretende modificarla para que la 

categorización de las reservas indígenas sea compatible con las actividades 

extractivas de hidrocarburos u otras actividades en estas áreas, bajo un 

concepto jurídico indeterminado: necesidad o interés público.  

El Tribunal Constitucional (TC) ha definido los criterios para la utilización de 

conceptos jurídicos indeterminados. Como dice el TC, “nos encontramos ante 

este tipo de conceptos cuando la norma que los recoge define el supuesto 

de hecho a través de formulaciones abstractas que solamente pueden ser 

materializados en su aplicación práctica” (STC Exp. N.º 01341-2014-PA, f. j. 

18). El TC reconoce que el uso de estos conceptos “podría permitir que se 

consagren situaciones de vulneración a algunos derechos fundamentales, 

vulneraciones cuya materialización no puede reseñarse en abstracto, sino 

que debe determinarse en cada caso particular” (STC Exp. N.º 01341-2014-

PA, f. j.19). 

De ese modo, podemos concluir que, para la jurisprudencia del TC, los 

derechos fundamentales son un límite a la hora de concretar los conceptos 

jurídicos indeterminados. 

En este caso, estos criterios servirán para determinar la “necesidad pública” 

de realizar actividades extractivas en el territorio de los PIACI. De acuerdo 

con estos criterios, la necesidad pública nunca podrá justificar sacrificios 

irrazonables y desproporcionados. Ciertamente, esta restricción deberá 

estar motivada. En este caso, por más necesidad pública que tenga este país, 

no puede justificar la amenaza y la violación del derecho a la vida, a la salud, 

a la integridad física y a la subsistencia de los PIACI. Mientras no se aseguren 
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estos derechos no se puede realizar actividades extractivas en sus 

territorios2. 

Asimismo, es preciso señalar que existe una alta dependencia de estos 

pueblos indígenas con respecto a los recursos naturales existentes en sus 

territorios con fines de subsistencia, lo cual hace necesaria que sus espacios 

vitales se mantengan en condiciones tales que logren garantizar su bienestar 

en el presente y su continuidad física y social en el futuro. 

Sus prácticas de subsistencia reproducen la lógica y dinámica del bosque 

tropical amazónico, en el que, si bien existe una amplia variedad de recursos 

naturales, estos se encuentran dispersos en diferentes ecosistemas, y son de 

muy lenta reproducción, lo cual genera la necesidad de disponer de amplios 

territorios en los que la población pueda encontrar la variedad de productos 

alimenticios que requieren para tener un régimen alimentario balanceado.3 

Frente a ello, las actividades extractivas constituyen un mecanismo de 

despojo de los territorios de estos pueblos, y la proliferación de actividades 

ilegales como el narcotráfico, la minería ilegal, y otras actividades externas 

han proliferado en estos últimos años. 

Al respecto, la Declaración de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas ha señalado que “los pueblos indígenas tienen el derecho 

colectivo a vivir en libertad, paz y seguridad como pueblos distintos y no 

serán sometidos a ningún acto de genocidio ni a ningún otro acto de 

violencia, incluido el traslado forzado de niños del grupo a otro grupo”4. 

Por otro lado, la Constitución señala, en su artículo 1, que la defensa de la 

persona y su dignidad es el fin supremo de la sociedad y el Estado. Lo que 

significa que cualquier persona, funcionario o autoridad está en la obligación 

de respetar y proteger los derechos de los PIACI, por lo que el pedido de 

facultades del ejecutivo viola la Constitución, pero también tratados 

 
2 Este texto desarrolla argumentos jurídicos sustentados inicialmente en el artículo “Concesiones forestales versus 

pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial”, elaborado por Juan Carlos Ruiz Molleda y Maritza 

Quispe Mamani, el cual está disponible en https://www.idl.org.pe/mientras-no-se-asegure-la-vida-y-la-integridad-

de-los-piaci-no-se-puede-realizar-actividades-en-sus-territorios/ 
3 Huertas Castillo, Beatriz, “Autodeterminación y protección”. En: Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y 

contacto inicial en la Amazonia y el Gran Chaco, Parellada y otros, IWGIA, 2007, p. 44. 
4 Artículo 7, numeral 2 de la Declaración de las Naciones Unidas Sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 

https://www.idl.org.pe/mientras-no-se-asegure-la-vida-y-la-integridad-de-los-piaci-no-se-puede-realizar-actividades-en-sus-territorios/
https://www.idl.org.pe/mientras-no-se-asegure-la-vida-y-la-integridad-de-los-piaci-no-se-puede-realizar-actividades-en-sus-territorios/
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internacionales de derechos humanos y normas establecidas por la Corte 

IDH en su jurisprudencia. 

Por ejemplo, en su sentencia del caso del pueblo indígena Tagaeri y 

Taromenane vs. Ecuador, la Corte IDH señala que los pueblos en aislamiento 

deben gozar de todos los derechos humanos: “Estos derechos deben ser 

interpretados y aplicados teniendo en cuenta las características especiales 

de estos pueblos y, en particular, su condición de no contacto a la hora de 

aplicar los estándares generales ya desarrollados para los demás pueblos 

indígenas”5. Agrega que “las obligaciones internacionales sobre derechos de 

los PIACI deben ser entendidas y adecuadas en función del principio de no 

contacto”6. 

En definitiva, el Ejecutivo no puede justificar el pedido de facultades 

delegadas en la imposibilidad de prevenir la consumación de un riesgo. Por 

el contrario, se encuentra en la obligación legal y constitucional de adoptar 

medidas idóneas para mitigar la situación de peligro que dicha solicitud 

genera contra poblaciones históricamente rezagadas en sus derechos. Si 

bien la seguridad jurídica de las inversiones es importante, el derecho a la 

vida y la subsistencia de los PIACI prevalece sobre cualquier interés 

económico. 

  

 
5 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2024). Caso Pueblos Indígenas Tagaeri y Taromenane vs. 

Ecuador (Sentencia de 4 de septiembre de 2024). Serie C No. 537, f. j. 

184. https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_537_esp.pdf 
6  Ibídem, f. j. 189. 

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_537_esp.pdf
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